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Exp.- 675/2019

	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

	EXPEDIENTE. 675/2019/2

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR: ********** 

	AUTORIDADES DEMANDADAS: TITULAR DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE COMUNICACIONES Y TRANSPORTES DEL ESTADO; Y EL C. **********, EN SU CARÁCTER DE INSPECTOR  ADSCRITO A LA SECRETARIA DE COMUNICACIONES Y TRANSPORTES DEL ESTADO

	MAGISTRADO: MANUEL IGNACIO VARELA MALDONADO

	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: OSCAR TORRES HERRERA


San Luis Potosí, S.L.P., a doce de marzo del dos mil veinte.
V I S T O, para resolver en definitiva el juicio contencioso administrativo número 675/2019/2, promovido por la persona moral **********, por conducto de su apoderado legal para pleitos y cobranzas **********, en contra de actos del Titular de la Dirección General de Comunicaciones y Transportes del Estado; y el C. **********, en su carácter de Inspector adscrito a la Secretaria de Comunicaciones y Transportes del Estado.
RESULTANDO
1.- Por escrito presentado ante este Tribunal el dieciséis de julio de dos mil diecinueve, el C. **********, en su calidad de apoderado legal para pleitos y cobranzas de la persona moral **********, promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo en contra de las autoridades de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes señaladas al rubro de la presente resolución, en contra de los actos consistentes en: 

“El Acta de Retiro de Vehículo NO CONCESIONARIO/NO PERMISIONARIO  de fecha 01 de julio de 2019, con número de folio **********, por la que se retiró de la circulación el vehículo propiedad de mi representada para su depósito en la pensión de nombre “**********”, emitida por el supuesto Inspector de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Estado, de nombre **********, misma que se acompaña al presente como anexo tres, así como todos los efectos y consecuencia de la resolución citada, en especial la desposesión y resguardo del vehículo con placas de circulación **********del Estado de San Luis Potosí, marca **********, modelo **********, número de serie **********”

2.- Mediante auto de fecha diecisiete de julio de dos mil diecinueve, se admitió a trámite la demanda, por lo que se ordenó correrle traslado a las autoridades demandadas para que dentro del término de diez días hábiles contados a partir del día hábil siguiente a aquel en que surtiera efectos su notificación contestaran lo que a su derecho conviniera; así mismo se dio vista al Secretario de Comunicaciones y Transportes del Estado, como superior jerárquico de las autoridades demandadas, para su conocimiento y efectos legales conducentes.
Por otra parte, en cuanto a la suspensión que solicitó la parte actora consistente en la devolución y entrega del vehículo con placas de circulación **********del Estado de San Luis Potosí, marca **********, modelo **********, número de serie **********, toda vez que de la lectura del acta constitutiva de la persona moral actora, se advirtió que en la Cláusula Segunda, inciso a), que el objeto de la sociedad, entre otros, se encuentra la prestación del servicio de transporte público de pasajeros, se requirió para que en el término de cinco días, exhibiera el permiso y/o autorización para realizar el servicio público de transporte otorgada por el Ejecutivo del Estado, respecto al vehículo anteriormente referido y sancionado mediante el Acta Retiro de Vehículo No Concesionario/No permisionario, folio **********la cual fue impugnada; así mismo, para que exhibiera la determinación de la multa impuesta por el Director General de Comunicaciones y Transportes del Estado, a que se hace referencia en la parte final de la referida acta, o bien manifestara el impedimento legal que tuviera para cumplir con los requerimientos realizados, apercibido que de no hacerlo, se proveería lo que en derecho correspondiera sobre la suspensión solicitada, con los elementos existentes en el expediente. 
3.- Mediante auto de fecha trece de agosto de dos mil diecinueve, se tuvo a la persona moral actora por contestando el requerimiento que se le formuló por auto de fecha diecisiete de julio del dos mil diecinueve, por lo que se procedió a conceder la suspensión solicitada por la parte actora, para el efecto de que la autoridad demandada realizará la devolución material del vehículo referido con anterioridad, misma que se encontraba condicionada a que la parte actora acudiera ante la Dirección General de Comunicaciones y Transportes del Estado, con el fin de que sustituyera con otro medio de garantía suficiente el interés fiscal; por lo que la citada autoridad, tendría que dictar las medidas necesarias a fin de que el monto de la posible sanción a que se refiere el acta de retiro de vehículo impugnada, y demás adeudos pudiera respaldarse mediante el otorgamiento de otra garantía suficiente hasta en tanto no se resolviera en definitiva el presente juicio.

Por otra parte se requirió a la autoridad demandada Director General de Comunicaciones y Transportes del Estado, para que en el plazo de tres días, informara a esta Segunda Sala Unitaria, sobre las medidas seguidas a efecto de dar cumplimiento a la suspensión, en los términos en que fue otorgada a la parte actora, apercibida que en caso de no dar cumplimento, se le aplicaría en su perjuicio las medidas de apremio referidas en el artículo 127 del Código Procesal Administrativo para el Estado.

4.- Por proveído de fecha veintisiete de agosto de dos mil diecinueve, se tuvo por contestada la demanda por parte de las autoridades demandadas y, con copia simple de la referida contestación y de sus anexos, se ordenó correr traslado a la parte actora para los efectos legales conducentes. 
Por otra parte, se tuvo a la persona moral actora por admitidas como pruebas las documentales consistentes en:

· Copia al carbón del Acta de Retiro de Vehículo No Concesionario/No Permisionario, con folio **********, de fecha primero de julio de dos mil diecinueve;
· La presuncional legal y humana; y,
· La instrumental de actuaciones.
Por otro lado, y referente a la documental que refirió en el punto 2 del capítulo de pruebas de su demanda, consistente en “copia certificada de la Carta Factura número ********** de fecha 11 de noviembre de 2017, emitida por Autos SS de San Luis Potosí, S.A. de C.V., que coincide en cuanto a número de serie con el vehículo descrito en el Acta de Retiro de vehículo impugnada, que se agrega como anexo 2”, y toda vez que de un análisis a dicha copia certificada, se advirtió que la misma correspondía a una diversa a la ofrecida por su parte; se requirió a la parte actora para que en el término de cinco días aclarara y precisara, cual es la factura que ofreció como prueba, si la que exhibió como anexo 2 de su demanda, o si es la que señalaba en el punto 2 del capítulo de pruebas de su demanda, y para el caso de que fuera está última, exhibiera dicha documental, apercibiéndolo que de no dar cabal cumplimiento a dicho requerimiento se le tendría por no admitida la citada probanza.

Por su parte, a las autoridades demandadas, se les tuvo por ofrecidas y admitidas las documentales consistentes en:

· Copia certificada del nombramiento expedido a favor del Director de Gestión Jurídica de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Gobierno del Estado, de fecha dieciséis de abril del año dos mil diecinueve;
· Copia certificada del nombramiento expedido a favor del Director General de Comunicaciones y Transportes del Gobierno del Estado, de fecha primero de marzo de dos mil diecinueve;
· Copia certificada del oficio **********, de fecha veintiséis de junio del dos mil diecinueve, expedido por el Director General de Comunicaciones y Transportes del Gobierno del Estado;
· Copias certificadas de las actuaciones correspondientes al Acta de Retiro de Vehículo No Concesionario/ No Permisionario, con folio **********; de fecha primero de julio de dos mil diecinueve, consistente en dicha Acta y en la documental relativa a “Inventario de Vehículo **********”, expedida por la empresa “**********”;
· La confesional expresa que detalla en el capítulo de pruebas de la contestación de cuenta;
· La instrumental de actuaciones; y, 

· La presuncional legal y humana.
Por otra parte, y en virtud que de las constancias de autos se advirtió que el Director General de Comunicaciones y Transportes, no informó a esta Sala, en el término concedido en el auto dictado el pasado trece de agosto de dos mil diecinueve, referente a las medidas de seguridad a efecto de dar cumplimiento a la suspensión concedida al actor en dicho proveído, se le hizo efectivo el apercibimiento formulado y se amonestó al citado Director; así mismo, se le requirió de nueva cuenta a dicha autoridad para que en el término de tres días informara a esta Sala sobre las medidas seguidas a efecto de dar cumplimiento a la suspensión concedida en autos, en los términos en que le fue otorgada a la parte actora, es decir, hacer la entrega material del vehículo a la parte actora, misma que fue condicionada conforme a los sustentos aplicados en el referido auto, apercibida que de no hacerlo se le aplicaría alguna de las medidas de apremio referidas en el artículo 127, fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado.

  
5.- Por proveído de fecha veintitrés de septiembre de dos mil diecinueve, se tuvo a la parte actora por aclarando y precisando que la prueba documental que ofreció, es la carta factura con número de folio ********** de fecha siete de noviembre de dos mil diecisiete, emitida por “**********”, S.A. de C.V., la cual precisa, coincide en cuanto a datos y número de serie con el vehículo descrito en el acta de Retiro de Vehículo impugnada, documental que se exhibió en copia certificada, como anexo dos del escrito inicial de demanda, por lo que se dejó sin efecto el apercibimiento formulado a la parte actora el pasado veintisiete de agosto de dos mil diecinueve.
En otro aspecto,  se tuvo a la empresa actora por conducto de su representante legal, por interponiendo la ampliación de demanda, respecto de los siguientes actos:

“El oficio ********** de fecha veintiséis de junio del 2019, exhibido con la contestación de la demanda, que habilita al inspector que retiró de la circulación el vehículo afecto y el Oficio ********** de fecha 28 de agosto el 2019, ambos suscritos por el Director General de Comunicaciones y Transportes, este último por el que se determina una multa de TRESCIENTAS UMAS, derivada del Acta de Retiro de Vehículo NO CONCESIONARIO/NO PERMISIONARIO de fecha 01 de julio del 2019, con número de folio **********, impugnada en el presente juicio”

Señalando la parte actora que el oficio que determinó la multa que impugna, se le notifico el veintiocho de agosto de dos mil diecinueve, y respecto del oficio **********, el cuatro de septiembre del dos mil diecinueve; así mismo se le tuvo por señalando como autoridades demandadas a las anteriormente referidas al rubro de la presente sentencia, y como tercero interesado a la empresa “**********,

Motivo por el cual, con una copia simple del escrito de ampliación de demanda, se ordenó correr traslado a las autoridades demandadas y al tercero interesado, para que contestaran la ampliación de demanda, y al tercero para que se apersonara a juicio, manifestaran lo que a su derecho conviniera, ofrecieran, exhibieran las pruebas que estimaran convenientes y expresaran los hechos que encontraran relacionados,  apercibidas que en caso de no hacerlo se declararía la preclusión del derecho correspondiente, y se les tendría a las autoridades demandadas por contestando la ampliación de demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario, y al tercero por no apersonándose a juicio.

Por otro lado, y de acuerdo a la documental exhibida por la parte actora en su escrito de ampliación de demanda, y ofrecida como prueba de su parte, consistente en el oficio ********** de fecha veintiséis de agosto del dos mil diecinueve, se advirtió que la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, con motivo de la suspensión otorgada a la parte actora por proveído  dictado el trece de agosto del dos mil diecinueve, aceptó la garantía del interés fiscal del monto de la multa relativa a la sanción administrativa impuesta con motivo del Acta de Retiro de Vehículo No Concesionario/ No Permisionario con número de folio **********; y de la que se advierte que el Director General de Comunicaciones y Transportes del Estado, llevó a cabo las gestiones correspondientes a fin de dar cumplimiento con la suspensión señalada, por lo que se dejó sin efecto el apercibimiento formulado a la citada autoridad mediante el auto de fecha veintisiete de agosto del dos mil diecinueve.

6.- Por proveído de fecha dieciocho de octubre del dos mil diecinueve, se tuvo a la empresa tercera “**********”, S.A. de C.V., por precluido su derecho para apersonarse a juicio; y a la diversa autoridad demandada **********, Inspector Adscrito a la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, por no contestando la ampliación de la demanda, y por contestando la misma en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario. 
Por otra parte se tuvo al Director General de Comunicaciones y Transportes de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Gobierno del Estado, por contestando la ampliación de demanda, por lo que se ordenó que con la copia simple del oficio de cuenta y sus anexos, se corriera traslado a la parte actora para los efectos legales que a su derecho conviniera.
Así mismo, se tuvo a la parte actora por ofreciendo y admitidas las siguientes pruebas referidas en su escrito de ampliación de demanda.

· Original del oficio número ********** de fecha veintiséis de agosto de dos mil diecinueve, suscrito por la Subdirectora de Control Tributario de la Dirección de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas;
· Original del oficio número de folio ********** de fecha veintiocho de agosto de dos mil diecinueve, suscrito por el Director General de Comunicaciones y Transportes, que detalla en el punto 2 del capítulo de pruebas de la ampliación de demanda;
· Copia del oficio número ********** de fecha veintiocho de agosto de dos mil diecinueve, suscrito por el Director General de Comunicaciones y Transportes, que detalla en el punto 3 del capítulo de pruebas de la ampliación de demanda; 
· Impresión de la factura electrónica CDFI con número ********** de fecha 28 de agosto del 2019, expedida por “**********”, S.A. DE C.V.; documental que detalla en el punto 4 del capítulo de pruebas de la ampliación de demanda; 
· La instrumental de actuaciones; 
· La presuncional legal y humana.

A la autoridad demandada, se le tuvo por ofrecidas y admitidas las pruebas consistentes en:

· Copia certificada del expediente formado con motivo del Acta de Retiro de Vehículo No Concesionario/No Permisionario, con folio ********** de fecha primero de agosto de dos mil diecinueve; que consta de 51 fojas útiles; documentos entre los que constan, el acta de fecha veintiocho de agosto de dos mil diecinueve, así como el oficio de la misma fecha, con número de folio **********, emitido por el Director General de Comunicaciones y Transportes; 
· La instrumental de actuaciones; y, 
· La presuncional legal y humana.

Por último, se señalaron las diez horas del catorce de noviembre de dos mil diecinueve, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado.

7.-  En la fecha y hora indicadas, tuvo verificativo la audiencia de ley en el presente juicio, sin la asistencia de las partes. Enseguida el Secretario de Acuerdos dio cuenta con el escrito de demanda y de contestación. En periodo de pruebas, se tuvieron por desahogadas dada su propia y especial naturaleza las pruebas documentales ofrecidas en tiempo por las partes, y se dio por concluido la etapa correspondiente. En período de alegatos, se certificó que ninguna de las partes los formuló; se dio por concluida la audiencia y finalmente se citó para resolver.
CONSIDERANDO

PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, es competente para conocer y resolver el presente Juicio Contencioso Administrativo conforme a lo dispuesto por los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1°, 2°, párrafo segundo y 7° fracción I, 9 fracción III, 24, 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia de carácter administrativo suscitada entre un particular y una autoridad estatal de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.

En el presente caso comparece a juicio el C. **********, en su carácter de representante legal de la persona moral denominada “**********, acreditando su personalidad con la copia certificada del acta **********del tomo **********, del protocolo del notario público número ********** de esta Ciudad,  documento visible a fojas 19 a la 39 de autos, conforme a lo previsto en el artículo 219 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí
En ese contexto, la persona moral actora comparece a juicio a impugnar los actos que han quedado descritos en los apartados identificados con los números 1 y 5 correspondientes a los Resultandos de la presente sentencia.

De dichos actos en particular le causa afectación, el Acta de Retiro de Vehículo No Concesionario/No Permisionario, de fecha primero de julio del dos mil diecinueve, con número de folio **********, en la que se desprende que fue retenido el  vehículo marca **********, modelo **********, con número de serie **********mismo que es propiedad de la actora, situación que se acredita con la factura del mismo, de fecha siete de noviembre del dos mil diecisiete, expedida por la persona moral “**********”, S.A. de C.V., documental que obra a foja 40 de autos.

Así mismo, se desprende del diverso acto impugnado consistente en el Oficio ********** de fecha veintiocho de agosto de dos mil diecinueve, el cual obra a foja 117 del expediente en el que se actúa, suscrito por el Director General de Comunicaciones y Transportes, en el que solicita a la Oficina Recaudadora de Finanzas, se le cobre  a la persona moral actora una infracción consistente en TRESCIENTAS UMA, derivada del Acta de Retiro de Vehículo NO CONCESIONARIO/NO PERMISIONARIO anteriormente referida.
De lo anteriormente mencionado, resulta innegable que la persona moral actora compareciente acredita su personalidad y legitimación procesal para comparecer a demandar en el presente juicio.
 Por su parte, el C. **********, en su carácter de Director de Gestión Jurídica de la**********Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Estado de San Luis Potosí; el C. **********, en su carácter de Director General de Comunicaciones y Transportes; y del C. **********, en su carácter de Inspector habilitado de la Secretaría referida; para acreditar la calidad del cargo, en términos de lo previsto en el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; exhibieron, el primero copia certificada del nombramiento de fecha dieciséis de abril del dos mil diecinueve, el segundo copia certificada del nombramiento de fecha primero de marzo de dos mil diecinueve; y el último, la copia certificada del nombramiento expedido a su favor, de fecha veintiséis de junio de dos mil diecinueve, dichas documentales obran a fojas 80, 81, 82 del expediente en el que se actúa.
A las referidas documentales se les otorga valor probatorio pleno, con apoyo legal en los artículos 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con los artículos 388 y 392 del Código de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria en el Juicio Contencioso Administrativo, según lo que dispone el artículo 217 párrafo segundo del citado Código Procesal Administrativo.
TERCERO.- La Litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo consiste en determinar la legalidad o ilegalidad de los actos impugnados por la parte actora, mismos que se hacen consistir en “el Acta de Retiro de Vehículo No Concesionario/No Permisionario,  de fecha primero de julio del dos mil diecinueve, con número de folio **********”, “oficio ********** de fecha veintiséis de junio del dos mil diecinueve, consistente en la orden de inspección, signada por el Director General de Comunicaciones y Transportes y dirigida al  Inspector Habilitado”, “oficio ********** de fecha veintiocho de agosto del dos mil diecinueve, en el que se determina una multa de 300 UMAS signado por el Director General de Comunicaciones y Transportes, dirigido a la Oficina Recaudadora de Finanzas”
CUARTO.- Antes de entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte Actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.
a) Del Interés jurídico 
En ese sentido, se debe de hacer mención que en el escrito inicial de demanda, la persona moral actora niega lisa y llanamente el hecho de que el día, hora y lugar señalado por la autoridad demandada en el acta de retiro de vehículo no concesionario/no permisionario, el vehículo de su propiedad, estuviera prestando el servicio de transporte público.
Por otra parte, se advierte del acta constitutiva de la empresa moral actora “**********,  que el objeto de la Sociedad, entre otros, se encuentra la prestación del servicio de transporte público de pasajeros.
Ahora bien, respecto del acto impugnado consistente en el Acta de Retiro de Vehículo No Concesionario/No Permisionario, de fecha primero de julio del dos mil diecinueve, con número de folio **********, se desprende que a la persona moral actora le fue detenido el vehículo que ha sido referido en el considerando segundo, en virtud de que el inspector consideró que se encontraba prestando un servicio de transporte público a título oneroso sin contar con el permiso respectivo.

Por tal motivo, mediante auto de fecha  diecisiete de julio del dos mil diecinueve, y con el fin de pronunciarse respecto de la suspensión solicitada por la parte actora, se le requirió para que exhibiera el permiso y/o autorización para realizar el servicio público de transporte, otorgada por el Ejecutivo del Estado, correspondiente al vehículo con placas de circulación **********del Estado de San Luis Potosí, marca **********, modelo **********, número de serie **********.
Por auto de fecha trece de agosto de dos mil diecinueve, se tuvo a la persona moral actora, por contestando el requerimiento realizado por este Tribunal, y en donde medularmente manifiestó:
i) Respecto del vehículo con placas de circulación ********** del Estado de San Luis Potosí, **********, modelo **********, número de serie **********, retirado de la circulación mediante la resolución impugnada, se manifiesta impedimento legal para exhibir la documentación requerida, ya que dicho vehículo no cuenta con permiso y/o autorización para realizar el servicio público de transporte.

…
iii) Finalmente se manifiesta bajo protesta legal de decir verdad, que mi representada NO pretende mediante el presente juicio obtener sentencia que le permita realizar actividades reglamentadas de transporte público, lo que se confirma con el contenido íntegro del escrito inicial de demanda de nulidad que nos ocupa, sino sólo la nulidad de la resolución impugnada al tenor de los concepto de nulidad expuestos”.

Ahora bien, de lo manifestado por la parte actora en su escrito inicial de demanda, y de lo manifestado en la contestación del requerimiento anteriormente señalado, se desprende las siguientes situaciones:

· Que el vehículo  con placas de circulación ********** del Estado de San Luis Potosí, **********, modelo **********, número de serie ********** es de su propiedad;

· Que niega que el mismo se haya  encontrado prestando el servicio de transporte público en la hora, fecha y lugar mencionado por la autoridad demandada en el acta impugnada;

· Que dicho vehículo, no cuenta con permiso y/o autorización para realizar el servicio público de transporte;

· Que manifiesta bajo protesta de decir verdad, que su representada no pretende mediante este juicio de nulidad, el obtener sentencia que le permita realizar actividades reglamentadas de transporte público, respecto del vehículo retenido.

Ante dichas circunstancias, resulta evidente que la accionante tiene interés jurídico para acudir a este juicio contencioso administrativo a solicitar la nulidad de los Actos Administrativos referidos, entre los que se encuentra  la orden y el acta de retiro de vehículo no concesionario/no permisionario; ya que si bien es cierto que en dicha acta, el inspector de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes refirió que se encontraba prestando un servicio de transporte público a terceros a título oneroso sin contar con la concesión o licencia correspondiente; también lo es, que es la propia parte actora, la que niega en su escrito inicial de demanda que el vehículo infraccionado estuviera prestando servicio de transporte público, que no contaba con licencia o concesión alguna, y que su pretensión con este juicio de nulidad no es la de obtener sentencia que le permitiera realizar actividades reglamentadas de transporte público respecto de dicho vehículo.

Por lo que se puede concluir que la persona moral actora cuenta con Interés jurídico para interponer el presente juicio de nulidad en contra de los actos impugnados, sin que pase inadvertido para esta Sala Unitaria, que si bien es cierto, los actos administrativos gozan de una presunción de legalidad, que debe ser desvirtuada por los particulares, cuando se sientan afectados por ella, lo cual ocurre en el presente asunto, conforme al acta de inspección en que se indica que el vehículo propiedad de la parte actora se encontraba prestando el servicio de transporte público; también lo es que ante la negativa de la persona moral actora de estar prestando un servicio de transporte público que requiere de una licencia o permiso; en consideración de esta Sala Unitaria  dicha parte actora cuenta con interés jurídico y legitimo para venir a juicio al advertir que su afectación no radica en que a través de  esa actuación administrativa se le esté impidiendo realizar una actividad reglada, y para la cual tuviera que acreditar que cuenta con permiso, licencia o autorización, conforme a lo establecido en el tercer párrafo del artículo 231 del Código Procesal Administrativo del Estado; o bien, que pretenda obtener de este órgano jurisdiccional una sentencia que lo habilite para realizar una actividad reglada como la descrita por la aturodiada demandada en sus actos impugnados. 
b) De la solicitud de cobro entre autoridades 
Al respecto, se tiene que la parte actora señala como acto impugnado en su ampliación de demanda, el oficio con número de folio **********, de fecha veintiocho de agosto de dos mil diecinueve, emitido por el Director General de Comunicaciones y Transportes, el cual es dirigido a la Oficina Recaudadora de Finanzas, y en el que medularmente le solicita que efectué el cobro de la infracción consistente en trescientas Unidades de Medida y Actualización, por haber infringido la persona moral actora el artículo 132 de la Ley del   Transporte Público vigente, tal y como se desprende del acta elaborada por personal de inspección de fecha primero de julio del dos mil diecinueve; el cual obra a foja 117 del expediente en el que se actúa.
En ese sentido se considera que en la especie, se  actualiza la causal de improcedencia a que se refiere la fracción XI del artículo 228 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí en relación con el artículo 7º fracciones I y XI de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa:

Lo anterior, debido a que dicha actuación no corresponde a ninguno de los supuestos de procedencia del juicio de nulidad a que se refieren las fracciones I y XI del artículo 7 de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa,                       que establece la competencia de este Órgano de legalidad, en los siguientes términos: 

Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa.

“ARTÍCULO 7º. El Tribunal conocerá de los juicios que se promuevan contra las resoluciones definitivas, actos administrativos y procedimientos siguientes: 

I. Las controversias de carácter administrativo y fiscal derivadas de actos o resoluciones definitivas, o que pongan fin a un procedimiento, que dicten, ordenen, ejecuten o traten de ejecutar en agravio de los particulares, las autoridades del Poder Ejecutivo Estatal, de los municipios del Estado, así como de los organismos públicos descentralizados estatales y municipales, cuando los mismos actúen como autoridades; 

…

XI. Las dictadas por las autoridades administrativas que pongan fin a un procedimiento administrativo, a una instancia o resuelvan un expediente, en los términos del Libro Segundo del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí; 

…”
”.

De las disposiciones anteriormente citadas, se desprende que las Salas del Tribunal conocerán de los juicios que se promuevan en contra de actos y resoluciones de las Autoridades del Poder Ejecutivo del Estado, de los municipios, y de los organismos descentralizados estatales y municipales cuando éstos actúen como Autoridad; así como de las dictadas por las autoridades administrativas que pongan fin a un procedimiento administrativo, a una instancia o resuelvan un expediente, en los términos del Libro Segundo del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí; por lo que necesariamente se requiere de que exista una actuación definitiva por parte de una autoridad en la que determine, ordene o ejecute un agravio al interés jurídico del particular y que constituya por ende una resolución o acto definitivo, que permita a esta Sala Unitaria emitir un pronunciamiento  de legalidad; en la medida que precisamente uno de los objetivos del juicio de nulidad es analizar la legalidad o ilegalidad de los actos de autoridad.
De esta manera, tenemos que por regla general el juicio de nulidad, es un medio de defensa que el particular puede interponer cuando  ve afectada su esfera jurídica, por algún acto o resolución emitida por una autoridad estatal, municipal o de alguno de sus organismos descentralizados, a efecto de que este Tribunal de Justicia Administrativa dirima la controversia planteada y determine si la actuación de la autoridad administrativa se ajustó a los lineamientos legales que regulan su actuación, de lo que se sigue que su jurisdicción es restringida, es decir, su procedencia está sujeta a que el acto de autoridad que se pretenda impugnar constituya un “acto o resolución definitiva” dictada por una autoridad administrativa que pongan fin a un procedimiento administrativo, a una instancia o resuelvan un expediente, en los términos del Libro Segundo del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, tal y como se advierte del contenido de las fracciones I y XI del artículo 7 de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa y ese acto o resolución además cause un agravio personal y directo al particular en su esfera jurídica.
Es decir, el acto impugnado, referente a la orden de pago dirigida a la Oficina Recaudadora de Finanzas, emitida por el Director General de Comunicaciones, de fecha veintiocho de agosto del dos mil diecinueve, es meramente una orden de cobro que gira el Director General de Comunicaciones y Transportes a la Oficina Recaudadora de Finanzas, respecto de la infracción impuesta a la persona moral actora por infracción a la Ley de Transporte Público del Estado; además de que no reúne las características de resolución administrativa a que se refiere el artículo 3° en su fracción XX del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que no se trata de un acto administrativo que pone fin a un procedimiento de manera expresa, que decide todas y cada una de las cuestiones planteadas por los interesados o previstas por las normas. En ese sentido la norma legal de referencia dispone lo siguiente:
ARTÍCULO 3º. Para los efectos de este Código se entiende por: 

…XX. “Resolución Administrativa: acto administrativo que pone fin a un procedimiento de manera expresa, que decide todas y cada una de las cuestiones planteadas por los interesados o previstas por las normas; tendrá igualmente ese carácter para efectos de su impugnación, la negativa ficta en caso del silencio de la autoridad competente;…”

Por lo que se puede concluir, que el oficio que pretende impugnar la persona moral actora, en el presente juicio, se hace consistir en una orden de cobro, que se emite entre diversas autoridades, la cual en el presente asunto es derivada del acta elaborada por personal de inspección de fecha primero de julio del dos mil diecinueve, en la que se determinó que el vehículo propiedad de la persona moral actora se encontraba proporcionado el servicio de transporte público a terceros a título oneroso sin contar con el permiso correspondiente, por lo que es de determinarse que dicha orden de cobro, no se encuentra sujeta a los principios de fundamentación y motivación, previstos en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,  ello en virtud de que no fue emitida con el propósito de afectar la esfera jurídica del gobernado; pues se trata  de un documento emitido de una autoridad a otra, cuyo objeto es hacer saber a la autoridad exactora correspondiente que puede cobrar el importe de una sanción pecuniaria determinada en una resolución administrativa por la comisión de una infracción; siendo en todo caso esa resolución administrativa la que debe de contener tales requisitos formales, por ser la que provocaría una molestia en la esfera jurídica del gobernado, y en todo caso sería un acto impugnable dentro del juicio de nulidad ante esta Sala Unitaria, resultando aplicable la siguiente tesis aislada:
“Época: Novena Época, Registro: 175530, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXIII, Marzo de 2006, Materia(s): Administrativa, Tesis: I.15o.A.46 A, Página: 2057 

ORDEN DE COBRO DE UNA MULTA DERIVADA DE UNA FALTA ADMINISTRATIVA. SU EMISIÓN NO SE ENCUENTRA REGIDA POR LA GARANTÍA DE FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN, PORQUE NO ESTÁ DESTINADA A AFECTAR LA ESFERA JURÍDICA DE LOS GOBERNADOS.

La emisión de la orden de cobro de una multa derivada de una infracción administrativa, no se encuentra sujeta a la satisfacción de los requisitos de fundamentación y motivación previstos en el artículo 16 constitucional, en tanto que no está destinada a afectar la esfera jurídica de los gobernados, pues sólo tiene por objeto hacer saber a la autoridad exactora correspondiente que puede cobrar el importe de una sanción pecuniaria determinada en una resolución administrativa por la comisión de una infracción de esta índole; siendo en todo caso esa resolución administrativa la que precisa de la satisfacción de tales requisitos formales, por ser la que provoca molestia en la esfera jurídica del gobernado. De lo que se sigue que la circunstancia de que en la orden de cobro de la multa no se plasme ninguna circunstancia de modo, tiempo o lugar relacionada con la falta administrativa, de ninguna manera implica violación a la garantía de fundamentación y motivación.

DÉCIMO QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.”

En resultado de lo anterior, y por virtud de actualizarse la causal de improcedencia a que se contrae la fracción XI del artículo 228 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí en relación con el artículo 7º fracciones I y XI de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, en consecuencia legal procede decretar el sobreseimiento del acto consistente el oficio con número de folio **********, de fecha veintiocho de agosto de dos mil diecinueve, emitido por el Director General de Comunicaciones y Transportes, el cual es dirigido a la Oficina Recaudadora de Finanzas, y en el que medularmente le solicita que efectué el cobro correspondiente a la persona moral actora, la infracción consistente en trescientas Unidades de Medida y Actualización, por haber infringido el artículo 132 de la Ley del Transporte Público vigente, tal y como se desprende del acta elaborada por personal de inspección de fecha primero de julio del dos mil diecinueve, documental que obra a foja 117 del expediente en el que se actúa.

c) De las causales de sobreseimiento hechas valer por las autoridades demandadas
Por su parte las autoridades demandadas pertenecientes a la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, al momento de contestar la demanda invocaron como causales de improcedencia y sobreseimiento las previstas en las fracciones V y VI del artículo 228, en relación con lo previsto en la fracción II, del artículo 229, ambos del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, aduciendo que el acto impugnado consistente en el Acta de Retiro de Vehículo No Concesionario/No Permisionario, se encuentra consumado y consentido por la demandante en virtud de que, por un lado, la parte actora falseo los hechos de su demanda, pues tuvo conocimiento del acto impugnado desde el día primero de julio de dos mil diecinueve, y, por otro, porque reconoció la responsabilidad en la comisión de los hechos descritos en el “acta retiro vehículo no concesionario/no permisionario con folio **********”.

A juicio del Magistrado Titular de ésta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, las causales de improcedencia y sobreseimiento formuladas por las autoridades demandadas pertenecientes a la Secretaría de Comunicaciones y Transportes son infundadas, en razón de lo siguiente:

Las fracciones V y VI, del artículo 228, así como la II, del diverso 229, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, establecen lo siguiente:
“ARTÍCULO 228. Es improcedente el juicio ante el Tribunal contra actos:

(…)

V. Contra actos consumados de un modo irreparable;

VI. Contra actos consentidos expresamente o por manifestaciones de voluntad que entrañen ese consentimiento, entendiéndose por éstos últimos, aquéllos en contra de los cuales no se promueva el juicio dentro de los plazos que para tal efecto señala este Libro…”

“ARTÍCULO 229. Procede el sobreseimiento del juicio:

(…)

II. Cuando durante la tramitación del procedimiento sobreviniere alguna de las causas de improcedencia a que se refiere el artículo anterior…”

De los preceptos anteriormente transcritos se desprende que, el juicio contencioso administrativo es improcedente cuando se interponga en contra de actos que, hubieren sido consumados de un modo irreparable y contra actos consentidos expresamente o por manifestaciones de voluntad que entrañen dicho consentimiento, los cuales, tratándose de actos consentidos, se deben entender como aquellos actos en contra de los que no se promovió el juicio contencioso administrativo dentro de los plazos que para tal efecto se encuentran previstos a la legislación aplicable; y que procede el sobreseimiento cuando durante la tramitación del juicio sobreviniere alguna de las causas de improcedencia como las antes referidas.

Respecto del argumento de la autoridad demandada en que señala que el demandante tuvo conocimiento de la existencia del acto impugnado desde el primero de julio de dos mil diecinueve, esta Sala Unitaria considera que resulta infundado, con base en las siguientes consideraciones:

“ARTÍCULO 24. El plazo para presentar la demanda ante el Tribunal será:

I. De treinta días hábiles siguientes al en que se actualice alguno de los supuestos siguientes:

a) Al en que surta efectos, conforme a la ley del acto, la notificación de la resolución o acto que se combata, inclusive cuando se controvierta simultáneamente como primer acto de aplicación una regla administrativa de carácter general.

b) Al en que el afectado haya tenido conocimiento de ellos.
c) Al en que se hubiese ostentado sabedor de los mismos, cuando no exista notificación legalmente hecha.

d) Al en que haya surtido efectos la notificación de la resolución del Tribunal que habiendo conocido un recurso de queja, decida que el mismo es improcedente…”
De la transcripción anterior se desprende que el plazo para presentar la demanda de juicio contencioso administrativo ante el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa será de treinta días hábiles siguientes al en que se actualice alguno de los supuestos siguientes.

· Al en que surta efectos la notificación del acto o resolución combatida, surtimiento de efectos que se computará conforme a la ley que rija el acto administrativo, inclusive cuando se controvierta simultáneamente como primer acto de aplicación una regla administrativa de carácter general;

·  Al en que el afectado haya tenido conocimiento del acto;

· Al en que el demandante se hubiese ostentado sabedor del acto o resolución, cuando no exista notificación legalmente hecha; y

· Al en que haya surtido efectos la notificación de la resolución del Tribunal que habiendo conocido un recurso de queja, decida que el mismo es improcedente.

 Ahora bien, en el escrito de demanda la persona moral actora manifiesta que tuvo conocimiento del acto impugnado consistente en “El Acta de Retiro de Vehículo No Concesionario/No Permisionario de fecha primero de julio del dos mil diecinueve”, el pasado dieciséis de julio del dos mil diecinueve, fecha en que presentó el escrito inicial de demanda, y que por tanto constituye, en el caso, el punto de partida para el cómputo del plazo establecido en el artículo 24 antes citado, con que contaba el demandante para realizar la impugnación respectiva.
De ahí que, si el demandante en los hechos de su escrito inicial de demanda, reconoce haber tenido conocimiento del acto controvertido –acta de retiro-, el mismo día en que presentó su demanda, resulta lógico, que se encontraba dentro del término de los treinta días para su interposición.

Por otra parte, se debe de hacer mención, que en el caso de que las autoridades demandadas tuvieran razón respecto que el acto impugnado anteriormente referido hubiera sido del conocimiento de la parte actora el pasado primero de julio del dos mil diecinueve, de igual manera la persona moral actora se encontraría dentro del término de los treinta días establecidos en el artículo 24 del Código Procesal Administrativo del Estado para la interposición de su demanda, motivo por el cual la causal que se analiza resulta ser infundada.
Finalmente, en diverso aspecto, por lo que hace al argumento de que el acto fue consumado de manera irreparable, debe tomarse en cuenta lo dispuesto en los dos primeros párrafos del artículo 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que establecen:

“ARTÍCULO 252. De ser favorable la sentencia al actor, ésta dejará sin efecto el acto impugnado y las autoridades responsables quedarán obligadas a otorgar o restituir al actor en el goce de los derechos que le hubieren sido indebidamente afectados o desconocidos, en los términos que se establezca.

Cuando se condene a la restitución de un derecho subjetivo violado o a la devolución de un bien o de una cantidad, la Sala deberá previamente constatar el derecho del particular…”

Del precepto antes transcrito se desprende que de ser favorable una sentencia a la parte actora, en ella se dejará sin efecto el acto impugnado y las autoridades responsables quedarán obligadas a otorgar o restituirle en el goce de sus derechos que le hubieren sido indebidamente afectados o desconocidos, y que cuando se condene a la restitución de un derecho subjetivo violado o a la devolución de un bien o de una cantidad, la Sala deberá previamente constatar el derecho del particular.

Por tanto, para determinar si se actualiza la improcedencia del juicio en contra de los actos impugnados, por un lado, debe analizarse si dichos actos impugnados constituyen un acto consumado de manera irreparable acudiendo a la naturaleza de tales actos y además tomar en consideración si con la sentencia definitiva se pudiere como lo establece el artículo 252 del Código Procesal en comento, condenar a la restitución o devolución de un bien o una cantidad pues en caso de no resultar así estaríamos en presencia de actos impugnados que fueron consumados de manera irreparable, por lo que, en tal caso, el actor no podría obtener  la satisfacción de sus pretensiones con una sentencia favorable.

En ese sentido, los actos impugnados en el presente juicio consistentes en “el Acta de Retiro de Vehículo No Concesionario/No Permisionario,  de fecha primero de julio del dos mil diecinueve, con número de folio **********”, y “oficio ********** de fecha veintiséis de junio del dos mil diecinueve, consistente en la orden de inspección, signada por el Director General de Comunicaciones y Transportes y dirigida al  Inspector Habilitado”, de los que se derivan la imposición de una multa por infringir lo dispuesto en el artículo 132 de la Ley de Transporte Público para el Estado, de acuerdo a su naturaleza puede ser declarado nulo y como consecuencia en la sentencia definitiva ordenarse de acuerdo a las pretensiones del demandante la devolución del vehículo retenido.

De lo anterior, y toda vez que a los actos impugnados no les reviste el carácter de actos consumados de manera irreparable, éste Juzgador concluye que la parte de la causal de improcedencia analizada resulta infundada, puesto que, como se ha dicho, respecto de los actos impugnados en caso de declararse su nulidad, la parte actora podría válidamente obtener una restitución en el goce de sus derechos violados.

Sin que obste a lo anterior, lo establecido en la tesis de jurisprudencia número 2ª.J/.148/2006 citada por la autoridad demandada en la parte correspondiente de su contestación a la demanda, en virtud de que no se actualiza el supuesto concreto previsto en la misma, puesto que de autos no se desprende que el hoy actor se hubiere acogido a algún beneficio establecido a su favor con relación a los actos impugnados, ni tampoco es óbice lo sustentado en la diversa tesis aislada número XIX.2º.6 K, que cita la demandada, toda vez que en el presente asunto no se actualizó la manifestación expresa de voluntad del actor a no tener interés en continuar con el presente juicio.

Por lo que hace a la parte de la causal de improcedencia en la que señalan que “el actor reconoció expresamente la responsabilidad en la comisión de los hechos” que se describen en el “acta retiro vehículo no concesionario/no permisionario”, toda vez que tales argumentaciones constituyen cuestiones de fondo que no llevan a considerar el juicio como improcedente, las cuales implican un análisis esencial de la cuestión planteada por las partes, tal análisis debe ser objeto de pronunciamiento por parte de este Tribunal al decidir el fondo de la litis, de ahí que resulte inoperante dicha causal y no proceda el sobreseimiento del juicio por tales motivos.
Sirve de apoyo a lo anterior, el criterio contenido en la Tesis de Jurisprudencia que -aunque se refiere al juicio de amparo- es aplicable al caso por analogía: 

No. Registro: 187,973, Jurisprudencia Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XV, Enero de 2002, Tesis: P./J. 135/2001, Página: 5; que dice: 

“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se hace valer una en la que se involucre una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse…”

QUINTO.-  Los conceptos de impugnación que plantea la persona moral actora, se localizan a fojas de la 04 a la 14 del escrito inicial de demanda, y de la 102 a la 111 del escrito de ampliación de demanda, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. 

Resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia 2a./J.58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:

Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a. /J. 58/2010. Registro No. 164 618

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SEXTO.- En primer término se debe de precisar que los actos impugnados en el presente juicio se hacen consistir en: “el Acta de Retiro de Vehículo No Concesionario/No Permisionario,  de fecha primero de julio del dos mil diecinueve, con número de folio **********”, y el “oficio ********** de fecha veintiséis de junio del dos mil diecinueve, consistente en la orden de inspección, signada por el Director General de Comunicaciones y Transportes, dirigida al  Inspector Habilitado”.
Así las cosas, se desprende que la parte actora, tanto en el escrito inicial de demanda como en el de su ampliación, hace valer diversos conceptos de impugnación tendientes a combatir los actos administrativos anteriormente referidos. 

En ese sentido, esta Sala Unitaria, para un mayor entendimiento de la presente resolución se procede en primer término al estudio del concepto de impugnación identificado con el inciso c) contenido en el escrito inicial de demanda, el cual es hecho valer en contra del “Acta de Retiro de Vehículo No Concesionario/No Permisionario,  de fecha primero de julio del dos mil diecinueve, con número de folio **********”, documental que obra a foja 42 y 43 del expediente en el que se actúa, y que se valora de conformidad con lo dispuesto por el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo del Estado, ello atendiendo al principio de mayor beneficio y de conformidad con los siguientes criterios:  

Época: Octava Época 

Registro: 222213 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Aislada 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación 

Tomo VIII, Julio de 1991 

Materia(s): Común 

Tesis: 

Página: 122 

AGRAVIOS. EXAMEN DE LOS.

Es obvio que ninguna lesión a los derechos de los quejosos pueda causarse por la sola circunstancia de que los agravios se hayan estudiado en su conjunto, esto es, englobándolos todos ellos, para su análisis, en diversos grupos: ha de admitirse que lo que interesa no es precisamente la forma como los agravios sean examinados, en su conjunto, separando todos los expuestos en distintos grupos o bien uno por uno y en el propio orden de su exposición o en orden diverso, etc.; lo que importa es el dato substancial de que se estudien todos, de que ninguno quede libre de examen, cualesquiera que sea la forma que al efecto se elija.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEGUNDO CIRCUITO.

Época: Novena Época 

Registro: 166717 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Tomo XXX, Agosto de 2009 

Materia(s): Administrativa 

Tesis: XVI.1o.A.T. J/9 

Página: 1275 

CONCEPTOS DE ANULACIÓN EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. ES PREFERENTE EL ESTUDIO DE AQUELLOS QUE CONDUZCAN A DECLARAR LA NULIDAD LISA Y LLANA DEL ACTO IMPUGNADO POR REPRESENTAR UN MAYOR BENEFICIO PARA EL ACTOR (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE GUANAJUATO).

El artículo 17 constitucional consagra la garantía de acceso a la impartición de justicia, la cual se encuentra encaminada a asegurar que las autoridades -órganos judiciales o materialmente jurisdiccionales- lo hagan de manera pronta, completa, gratuita e imparcial, por lo que uno de los principios que consagra dicha garantía es el de exhaustividad, entendiéndose por tal la obligación de los tribunales de resolver todas las cuestiones sometidas a su conocimiento, sin que les sea lícito dejar de pronunciarse sobre alguna. Por su parte, los numerales 87 y 89, fracción I, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato, establecen la existencia de dos requisitos que deben observarse en el dictado de las resoluciones: el de congruencia y el de exhaustividad. Ahora, si bien es cierto que en la citada ley no existe una disposición expresa que establezca el orden en que deben analizarse los conceptos de anulación, también lo es que el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado se encuentra constreñido a ocuparse de todos los motivos de impugnación en que descansa la pretensión anulatoria del actor, y preferentemente de los orientados a declarar la nulidad lisa y llana del acto impugnado, ya que de resultar fundados se producirá un mayor beneficio jurídico para el actor, pues se eliminarán en su totalidad los efectos del acto administrativo, con lo que se respeta la garantía de acceso efectivo a la justicia y, en particular, el principio de completitud que ésta encierra.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO SEXTO CIRCUITO.

Lo anterior, en virtud de que con ello se estaría satisfaciendo las pretensiones de la parte actora señaladas en su escrito inicial de demanda.
En ese sentido, en dicho concepto de impugnación, la persona moral actora medularmente manifiesta que se debe declarar la nulidad lisa y llana del “Acta de Retiro de Vehículo No Concesionario/No Permisionario, de fecha primero de julio del dos mil diecinueve, con número de folio **********”, pues aún y cuando la parte demandada afirma ser Inspector de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Estado, de acuerdo con el Gafete número ********** y al oficio de asignación número **********, de fecha veintiséis de junio de dos mil diecinueve, se desconoce la existencia de esos documentos.

Que no se detalla cual es: a) la vigencia de dichos documentos -Gafete número ********** y al oficio de asignación número **********, de fecha veintiséis de junio de dos mil diecinueve -, b) las facultades que se le concedieron mediante los mismos, c) los lugares donde podría ejercerlas, d) las disposiciones legales que le permitían delegar a sus emisiones dichas atribuciones, y e) si el inspector demandado contaba con competencia material y territorial para la emisión del acto combatido.

Por lo que hace a las autoridades demandadas al momento de contestar la demanda sostuvieron la legalidad del acto controvertido. 
En atención a lo anterior, el suscrito Magistrado considera que el concepto que se analiza resulta parcialmente fundado pero suficiente para provocar la nulidad del acto impugnado con base en las siguientes consideraciones.
En primer término, se debe de manifestar que resultan fundados sus manifestaciones en cuanto a que en el acto impugnado, consistente en el “Acta de Retiro de Vehículo No Concesionario/No Permisionario, de fecha primero de julio del dos mil diecinueve, con número de folio **********”, no se detalla cual es: a) la vigencia de dichos documentos - Gafete número ********** y al oficio de asignación número **********, de fecha veintiséis de junio de dos mil diecinueve -.
Ahora bien,  resulta pertinente establecer que el acto ahora impugnado constituye un acto de molestia según lo dispuesto por el artículo 16 de la Constitución Federal, y para lo cual debe proceder mandamiento escrito girado por una autoridad con competencia legal para ello, en donde ésta funde y motive la causa legal del procedimiento, en consecuencia la autoridad demandada no puede soslayar la obligación de fundar y motivar debidamente el mismo, cumpliendo con las formalidades establecidas para el procedimiento respectivo. Sirve de apoyo a lo anterior, la Jurisprudencia P./J. 40/96, cuyo rubro, contenido y datos de localización, son los siguientes:

Época: Novena Época 

Registro: 200080 

Instancia: Pleno 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Tomo IV, Julio de 1996 

Materia(s): Común 

Tesis: P./J. 40/96 

Página: 5 

“ACTOS PRIVATIVOS Y ACTOS DE MOLESTIA. ORIGEN Y EFECTOS DE LA DISTINCION. El artículo 14 constitucional establece, en su segundo párrafo, que nadie podrá ser privado de la vida, de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las leyes expedidas con anterioridad al hecho; en tanto, el artículo 16 de ese mismo Ordenamiento Supremo determina, en su primer párrafo, que nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento. Por consiguiente, la Constitución Federal distingue y regula de manera diferente los actos privativos respecto de los actos de molestia, pues a los primeros, que son aquellos que producen como efecto la disminución, menoscabo o supresión definitiva de un derecho del gobernado, los autoriza solamente a través del cumplimiento de determinados requisitos precisados en el artículo 14, como son, la existencia de un juicio seguido ante un tribunal previamente establecido, que cumpla con las formalidades esenciales del procedimiento y en el que se apliquen las leyes expedidas con anterioridad al hecho juzgado. En cambio, a los actos de molestia que, pese a constituir afectación a la esfera jurídica del gobernado, no producen los mismos efectos que los actos privativos, pues sólo restringen de manera provisional o preventiva un derecho con el objeto de proteger determinados bienes jurídicos, los autoriza, según lo dispuesto por el artículo 16, siempre y cuando preceda mandamiento escrito girado por una autoridad con competencia legal para ello, en donde ésta funde y motive la causa legal del procedimiento. Ahora bien, para dilucidar la constitucionalidad o inconstitucionalidad de un acto de autoridad impugnado como privativo, es necesario precisar si verdaderamente lo es y, por ende, requiere del cumplimiento de las formalidades establecidas por el primero de aquellos numerales, o si es un acto de molestia y por ello es suficiente el cumplimiento de los requisitos que el segundo de ellos exige. Para efectuar esa distinción debe advertirse la finalidad que con el acto se persigue, esto es, si la privación de un bien material o inmaterial es la finalidad connatural perseguida por el acto de autoridad, o bien, si por su propia índole tiende sólo a una restricción provisional.

El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada el veinticuatro de junio en curso, aprobó, con el número 40/1996, la tesis de jurisprudencia que antecede. México, Distrito Federal, a veinticuatro de junio de mil novecientos noventa y seis.
En este sentido, esta Sala considera que, todo acto de autoridad, debe ajustarse a los requisitos establecidos en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, por lo que, tratándose de aquellas autoridades que practican diligencias de inspección como en el caso que nos ocupa, es incuestionable que para proteger la seguridad jurídica de los particulares, no debe soslayarse el propósito de dar a conocer al inspeccionado, cuestiones relacionadas con la personalidad, representación y competencia de quienes intervienen en diligencias de tal naturaleza, como en el caso lo establecen los artículos 114 de la Ley de Transporte Público para el Estado de San Luis Potosí, y el 122 del Reglamento de la ley referida, mismos que señalan: 

Ley de Transporte Público para el Estado de San Luis Potosí
“ARTICULO 114. Los inspectores o el personal habilitado en los términos del artículo anterior, para realizar la inspección del boletaje, cobro de tarifas, horarios, itinerarios, uso de uniformes, gafete de los operadores, estado físico de las unidades de transporte público, o cualquier otra función que les sea encomendada, deberán contar identificación y la orden emitida por el funcionario competente.

Reglamento de la Ley de Transporte Público para el Estado de San Luis Potosí
“ARTICULO 122. La Secretaría ejecutará las medidas de seguridad habilitando al personal necesario para ello, se notificarán las mismas al responsable que corresponda si se encontrare en el lugar donde aquélla se ejecute. Si no se encontrare, se llevará adelante la medida, entendiéndose la diligencia con la persona que se encuentre, sin perjuicio de notificarle al responsable en su domicilio.

Con la notificación se le entregará copia autorizada de la orden que contenga la medida, previniéndole del empleo de la fuerza pública y de las sanciones que señala la Ley para el caso de desobediencia, todo lo cual se deberá de asentar en el acta circunstanciada que al efecto se levante.

El personal de la Secretaría debidamente habilitado, podrá aplicar las medidas de seguridad sin que medie orden, sólo en caso de flagrancia, en cuyo caso deberá asentar detalladamente en el acta de la diligencia los pormenores de los hechos constitutivos de infracción a las disposiciones legales o reglamentarias y poner el objeto asegurado a disposición inmediata de la autoridad competente para la instauración de los procedimientos administrativos procedentes.”

En primer término, y de acuerdo a la disposición de la Ley de Transporte Público del Estado, se desprende la necesidad de que los inspectores o el personal habilitado para las labores de inspección o cualquier otra función encomendada pertenecientes a la Secretaría de Comunicaciones y Transportes cuenten con identificación y orden emitida por funcionario competente, ello con la finalidad de proteger al particular al momento de verse afectado en sus derechos con las prácticas de inspección y no dejarles en incertidumbre jurídica de saber si quien actúa en las mismas carece de facultades para ello, máxime que con las mismas se pudiere generar una afectación a los intereses jurídicos de los particulares inspeccionados. 
Y en segundo término, referente a la disposición legal contenida en el Reglamento de la Ley de Transportes del Estado, se establece que únicamente en caso de flagrancia, el personal de la Secretaría debidamente habilitado, podrá aplicar las medidas de seguridad sin que medie orden, asentando detalladamente en el acta de la diligencia los pormenores de los hechos constitutivos de infracción a las disposiciones legales o reglamentarias y poner el objeto asegurado a disposición inmediata de la autoridad competente para la instauración de los procedimientos administrativos procedentes. 
Asimismo, por su parte las fracciones I, IV y V del artículo 164, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, aplicable al acto impugnado de conformidad con lo dispuesto en el artículo 163
 del Código Procesal Administrativo para el Estado, señalan lo siguiente:

“Artículo 164.- Son elementos del acto administrativo:

I. Ser expedido por autoridades competentes, a través de servidor público u órgano colegiado facultados para tal efecto, y en términos de las disposiciones jurídicas aplicables;

(…)

IV. Constar por escrito, indicando la autoridad de que emana;

V. Estar fundado y motivado…”

De lo dispuesto en los numerales antes transcritos, se conoce que todo acto de molestia precisa de la concurrencia indispensable de tres requisitos mínimos, a saber:

· Que provenga de autoridad competente.

· Que se exprese por escrito.

· Que en los documentos escritos se exprese, funde y motive la causa legal del procedimiento.
En este sentido, se debe de hacer mención que en el caso que nos ocupa, el acto impugnado “Acta de Retiro de Vehículo No Concesionario/No Permisionario, de fecha primero de julio del dos mil diecinueve, con número de folio **********”, fue realizado por el inspector autorizado por la Secretaria sin que mediara una orden de inspección, ello en virtud de que se encontraba bajo el supuesto de flagrancia previsto en el artículo 122 del Reglamento de la Ley de Transporte en el Estado, al referir en dicha acta, que al encontrarse realizando funciones de inspección y vigilancia detecto al vehículo propiedad de la persona moral actora prestando un servicio de transporte público a terceros a título oneroso. 
Ahora bien, en cuanto a las visitas de inspección y verificación el Código Procesal Administrativo para el Estado, ordenamiento que resulta aplicable al acto hoy controvertido, en sus artículos196, 197, 198, 199, 200, 201, 202 y 203, establece:
“ARTÍCULO 196. Las autoridades administrativas, para comprobar el cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias podrán llevar a cabo visitas de inspección y verificación, mismas que podrán ser ordinarias y extraordinarias; las primeras se efectuarán en días y horas hábiles, y las segundas en cualquier tiempo.”

“ARTÍCULO 197. Los inspectores y verificadores, para practicar visitas, deberán estar provistos de orden escrita con firma autógrafa expedida por la autoridad competente, en la que deberá precisarse:

I. El nombre de la persona respecto de la cual se ordena la visita;

II. El lugar o zona que ha de verificarse;

III. El objeto de la visita,

IV. El alcance que deba tener, y

V. Las disposiciones legales que lo fundamenten.”

“ARTÍCULO 198. Los propietarios, responsables, encargados u ocupantes de establecimientos objeto de inspección y verificación estarán obligados a permitir el acceso y dar facilidades e informes a los inspectores y verificadores para el desarrollo de su labor, siempre que la verificación o inspección se realice en términos de lo dispuesto en los artículos, 197 y 199 de este Código.”

“ARTÍCULO 199. Al iniciar la visita, el inspector o verificador deberá exhibir credencial vigente con fotografía, expedida por la autoridad competente que lo acredite para desempeñar dicha función, así como la orden expresa a la que se refiere el artículo 197 de este Código, de la que deberá dejar copia al propietario, responsable, encargado u ocupante del establecimiento.”

“ARTÍCULO 200. De toda visita de inspección y verificación se levantará acta circunstanciada, en presencia de dos testigos propuestos por la persona con quien se hubiere entendido la diligencia o por quien la practique si aquélla se hubiere negado a proponerlos.

De toda acta se dejará copia a la persona con quien se entendió la diligencia, aunque se hubiere negado a firmar, lo que no afectará la validez de la diligencia ni del documento de que se trate, siempre y cuando el inspector o verificador haga constar tal circunstancia en la propia acta.”

“ARTÍCULO 201. En las actas se hará constar:

I. Nombre, denominación o razón social del visitado;

II. Hora, día, mes y año en que inicie y concluya la diligencia;

III. Calle, número, población o colonia, teléfono u otra forma de comunicación disponible, municipio o delegación en que se encuentre ubicado el lugar en que se practique la visita, y el código postal;

IV. Número y fecha del oficio de comisión que la motivó;

V. Nombre y cargo de la persona con quien se entendió la diligencia;

VI. Nombre y domicilio de las personas que fungieron como testigos;

VII. Datos relativos a la actuación;

VIII. Declaración del visitado, si quisiera hacerla, y

IX. Nombre y firma de quienes intervinieron en la diligencia incluyendo los de quien la hubiere llevado a cabo. Si se negaren a firmar el visitado o su representante legal, ello no afectará la validez del acta, debiendo el inspector o verificador asentar la razón relativa e informando de esta circunstancia a quienes se nieguen a firmar.


“ARTÍCULO 202. Los visitados a quienes se levantó acta de inspección o verificación podrán formular observaciones en el acto de la diligencia y ofrecer pruebas en relación a los hechos contenidos en ella, o bien, por escrito, hacer uso de tal derecho dentro del término de cinco días siguientes a la fecha en que se hubiere levantado.”

“ARTÍCULO 203. Las dependencias o entidades podrán, de conformidad con las disposiciones aplicables, inspeccionar y verificar bienes, personas y vehículos de transporte con el objeto de comprobar el cumplimiento de las disposiciones legales, para lo cual se deberán cumplir, en lo conducente, las formalidades previstas para las visitas de inspección y verificación dispuestas en este Código.”

De los preceptos anteriormente transcritos, en primer término se debe de considerar lo dispuesto por el artículo 203, el cual manifiesta que las dependencias podrán inspeccionar y verificar vehículos de transporte con el objeto de comprobar el cumplimiento de las disposiciones legales, cumpliendo en lo conducente, con las formalidades previstas para las visitas de inspección y verificación dispuestas en el Código; es decir, en el caso que nos ocupa, el inspector demandado, debió de haber respetado las formalidades aplicables al caso en particular, ello al establecerse que se encontraba en el supuesto del artículo 122 del Reglamento de la ley en cita, es decir, de flagrancia.

Ahora bien, acorde a los preceptos legales referidos con anterioridad se desprende, por un lado que las autoridades administrativas para comprobar el cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias podrán llevar a cabo visitas de inspección y verificación de carácter ordinario o extraordinario, para lo cual deberán cumplir con las formalidades que rigen a las visitas de inspección y verificación, siendo en el caso que nos ocupa el que el inspector, al iniciar la visita deberá exhibir credencial vigente con fotografía, expedida por la autoridad competente que lo acredite para desempeñar dicha función, y que de toda visita de inspección y verificación se levantará acta circunstanciada, en presencia de dos testigos propuestos por la persona con quien se hubiere entendido la diligencia o por quien la practique si aquélla se hubiere negado a proponerlos; además de que de toda acta se dejará copia a la persona con quien se entendió la diligencia, aunque se hubiere negado a firmar, lo que no afectará la validez de la diligencia ni del documento de que se trate, siempre y cuando el inspector o verificador hubiere hecho constar tal circunstancia en la propia acta.

Así, de los artículos 201 y 202 del Código en mención se desprenden los datos mínimos que se deberán hacer constar por el inspector o verificador en las actas levantadas en las visitas de inspección y verificación, además de la prerrogativa de los particulares visitados a quienes se levantó acta de inspección o verificación para formular observaciones en el acto de la diligencia y ofrecer pruebas en relación a los hechos contenidos en ella, o bien, por escrito, hacer uso de tal derecho dentro del término de cinco días siguientes a la fecha en que se hubiere levantado.
 En ese orden de ideas, esta Sala considera que en el caso que nos ocupa, al tratarse de una visita de inspección, bajo el supuesto de flagrancia establecido en el artículo 122 del Reglamento de la Ley de Transporte en el Estado, se debe de establecer la circunstanciación de cómo se identificó el funcionario o autoridad que practicó la diligencia, ya que de dicha situación, se conoce la calidad y facultades que permiten tener la certeza jurídica de que aquél forma parte de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes y que está legalmente facultado para realizar funciones de Inspección en delegación de la autoridad competente para ello, así como también, se tiene la certeza de que cuenta con competencia para  actuar conforme lo hizo en el acto impugnado, pues se reitera sólo así se genera la certeza jurídica de que la actuación se llevó a cabo de manera legal por quien cuenta con competencia y facultades para ello. 

Sirve de apoyo a lo anteriormente expuesto, las siguientes tesis y jurisprudencias, que se consideran aplicables por analogía: 

Época: Novena Época 

Registro: 177738 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Aislada 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Tomo XXII, Julio de 2005 

Materia(s): Administrativa 

Tesis: XXI.1o.P.A.32 A 

Página: 1575 

VISITAS DE INSPECCIÓN EN MATERIA ECOLÓGICA. REQUISITOS PARA LA IDENTIFICACIÓN DE LOS INSPECTORES DE LA PROCURADURÍA FEDERAL DE PROTECCIÓN AL AMBIENTE QUE LAS PRACTICAN.

De la interpretación armónica de los artículos 162 y 163 de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, con los diversos 62, 63 y 65 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, de aplicación supletoria a la primera, se desprende que las autoridades competentes, como la Procuraduría Federal de Protección al Ambiente, con el objeto de vigilar el cumplimiento de las disposiciones inmersas en ellas, podrán realizar visitas de inspección o verificación, y que éstas se llevarán a cabo únicamente por personal autorizado, previa exhibición de identificación vigente y de la orden escrita con firma autógrafa, expedida por la autoridad competente. En este sentido, de las disposiciones ordinarias invocadas, en relación con el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se concluye que la identificación del funcionario que intervenga en la práctica de una inspección ordenada por dicha autoridad en ejercicio de sus facultades, debe llevarse a cabo al inicio de la diligencia correspondiente y ante la persona con quien se entienda ésta, asentando con claridad, en el acta respectiva, los datos de la credencial mediante la cual se identifique, plasmando las circunstancias que permitan inferir que ese documento cuenta con fotografía y que está vigente, así como la denominación de la dependencia que la emite; incluso, deberá adicionalmente precisarse que se mostró la orden respectiva e igualmente, que se entregó al visitado una copia de la misma con firma autógrafa, para así tener la plena certeza de que quien va a realizarla está autorizado por la autoridad que emite el mandamiento y legitimado para practicar el acto de referencia. En consecuencia, en la circunstanciación del acta de inspección, cuando la identificación es el punto controvertido, sólo debe apreciarse si estos requisitos y no otros, se satisficieron a cabalidad por el verificador adscrito a la Procuraduría Federal de Protección al Ambiente, a fin de determinar si se vulneró o no la esfera de garantías del gobernado, y en su caso, resolver si el proceder del inspector se apegó a los requisitos previstos en la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, al igual que en la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, para concluir si actuó o no como legítimo representante del organismo público que lo comisionó.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL VIGÉSIMO PRIMER CIRCUITO.

Época: Octava Época 

Registro: 206465 

Instancia: Segunda Sala 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación 

Tomo VI, Primera Parte, Julio-Diciembre de 1990 

Materia(s): Administrativa 

Tesis: 2a./J. 6/90 

Página: 135 

VISITAS DOMICILIARIAS. REQUISITOS PARA LA IDENTIFICACION DE LOS INSPECTORES QUE LAS PRACTICAN.

Para satisfacer con plenitud el requisito legal de identificación en las visitas domiciliarias, es necesario que en las actas de auditoría se asienten todos los datos necesarios que permitan una plena seguridad de que el visitado se encuentra ante personas que efectivamente representan a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y que por tal motivo pueden introducirse a su domicilio, por lo que es menester se asiente la fecha de las credenciales y el nombre de quien las expide para precisar su vigencia y tener la seguridad de que esas personas efectivamente prestan sus servicios en la Secretaría, además de todos los datos relativos a la personalidad de los visitadores y su representación, tomando también en cuenta que mediante la identificación mencionada, se deben dar a conocer al visitado cuestiones relacionadas con esa personalidad, para protegerlo en sus garantías individuales, ya que de esas prácticas de inspección o visita, pueden derivar posibles afectaciones a sus intereses jurídicos.

Época: Octava Época 

Registro: 230817 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación 

Tomo II, Segunda Parte-2, Julio-Diciembre de 1988 

Materia(s): Administrativa 

Tesis: I. 3o. A. J/3 

Página: 697 

“VISITAS DOMICILIARIAS. IDENTIFICACION DE LOS AUDITORES FISCALES, SU NECESIDAD Y ALCANCE. Tratándose específicamente de autoridades que practican diligencias de auditoría fiscal, es incuestionable que la protección de la seguridad jurídica de los gobernados plasmada en el artículo 44, fracción III, del Código Fiscal de la Federación, tiene el propósito de dar a conocer al visitado, cuestiones relacionadas con la personalidad, representación y competencia atribucional o delegada de quienes intervienen en diligencias de naturaleza tal y precisamente emanada, en parte esa necesidad de identificación, de la obligación legal de proteger al visitado en sus garantías individuales, ya que estas prácticas de inspección o visita pueden derivar una posibilidad de afectación a los intereses jurídicos de aquél; por lo que mediante la identificación del funcionario o autoridad que practique la diligencia, se conoce su calidad o características personales (personalidad), la certeza de que aquél representa a un órgano gubernativo que está legalmente facultado para ordenar o realizar representando al Estado, las funciones propias de autoridad que se le encomiendan por la ley (representación); y finalmente, que a su vez tienen facultades (cuestión de competencia) bien propias, o bien delegadas (con base, en el caso, en una orden de visita) para practicar legalmente las diligencias propias, en mención. Por lo que, así las cosas, no basta que en el acta que se levante al efecto, simplemente se diga que "el personal actuante se identificó ante el visitado", mediante la credencial relativa, máxime si se tiene en cuenta, asimismo, lo dispuesto por la fracción I del artículo 46 del Código Fiscal de la Federación, en lo referente a la forma en que deben practicarse dichas diligencias, de lo que se sigue que la identificación cuestionada, por ser un hecho que las integra, debe hacerse constar en forma detallada.

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.”
Época: Novena Época 

Registro: 187035 

Instancia: Segunda Sala 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Tomo XV, Abril de 2002 

Materia(s): Administrativa 

Tesis: 2a./J. 26/2002 

Página: 572 

VISITAS DOMICILIARIAS. REQUISITOS PARA LA IDENTIFICACIÓN DE LOS INSPECTORES DE LA PROCURADURÍA FEDERAL DEL CONSUMIDOR QUE LAS PRACTICAN.

Los artículos 96 de la Ley Federal de Protección al Consumidor y 95 de la Ley Federal sobre Metrología y Normalización establecen, respectivamente, que las autoridades de la Procuraduría Federal del Consumidor están facultadas para realizar visitas de vigilancia y verificación, en los lugares donde se administren, almacenen, transporten, distribuyan o expendan productos o mercancías, o en aquellos en que se presten servicios, y que tales visitas se llevarán a cabo únicamente por personal autorizado, previa identificación vigente y exhibición del oficio de comisión respectivo. Del análisis de los numerales citados, en relación con el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se concluye que la identificación de los funcionarios que intervengan en la práctica de una visita domiciliaria ordenada por dichas autoridades en ejercicio de sus facultades de vigilancia y verificación, debe realizarse al inicio de la visita y ante la persona con quien se entienda la diligencia, describiéndose con claridad, en el acta respectiva, el documento mediante el cual se identifiquen y el oficio que los autoriza a practicarla y, en su caso, asentarse las fechas de expedición y de expiración de esas identificaciones, el órgano de la dependencia que las emite, el nombre y el cargo de quien las expide, así como el de la persona a cuyo favor se otorga el documento con que se identifica; asimismo, la fecha de expedición del oficio, el número que le corresponda, el órgano y el titular de la dependencia, el nombre del autorizado, la persona a quien se dirige, el lugar y el objeto de la verificación o, en su caso, entregarle al visitado copia de ambos documentos para tener la plena certeza de que quien va a realizarla está autorizado por la autoridad que emite el mandamiento y facultado para realizar el acto de molestia.

En virtud de lo anterior, resulta concluyente para esta Sala Unitaria que es ineludible para el personal que realiza una inspección, llevar a cabo la circunstanciación, en el acta correspondiente, de la forma en cómo fue que se identificó ante el particular inspeccionado señalando en ella los datos relativos a la fecha de expedición y vigencia de los mismos,  para considerar debidamente cubierto el requisito establecido en el artículo 199, del multicitado Código Procesal, en virtud de que, de la fracción VII del artículo 201, del mismo ordenamiento legal se desprende la obligación de hacer constar los datos relativos a la actuación, tal como es la forma en que se identificó con el particular inspeccionado.
En tanto, una vez definido lo anterior, es menester remitirnos a lo establecido en el acta de retiro de vehículo impugnada, la cual obra agregada a foja 42 y 43 del expediente en que se actúa, misma que goza de valor probatorio pleno de conformidad con lo establecido en el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado, y en la que el inspector demandado en su parte conducente estableció lo siguiente:
DIGITALIZACIÓN
De la reproducción de la parte correspondiente del acta impugnada se desprende que para el inicio del levantamiento de la referida acta el inspector de nombre **********, señaló encontrarse en el municipio de San Luis Potosí, en el estado del mismo nombre, a las **********horas del día **********, y que su carácter de inspector autorizado por la Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Estado, lo acredita con el Gafete con número **********, expedido por el Secretario de Comunicaciones y Transportes en el Estado, así como del oficio número **********, emitido el veintiséis de junio de dos mil diecinueve, suscrito por el Director General de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Estado, conforme a lo dispuesto por el artículo 12 fracciones XXXV y XXXVII del Reglamento Interno de la citada Secretaría. 

Y en la parte de descripción de los hechos (datos relativos a la actuación), indicó que “realizando funciones de inspección y vigilancia detecto un vehículo ********** circulando sobre la lateral de ********** a la altura de la ********** con una persona en el asiento trasero, por lo que se le indica hacer alto y tras identificarme como inspector de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes procedo a entrevistar al conductor el cual se identifica con licencia de manejo a nombre de ********** número ********** el cual indica que el vehículo es utilizado para prestar servicio de transporte a la empresa **********el cual recibe un pago quincenal para transportar al personal de dicha empresa, entrevistando a la pasajera la cual no proporciona su nombre de sexo femenino ********** menciona que la empresa le manda el servicio de transporte de su empresa ********** con destino al ********** por lo que se le indica al conductor que la unidad será retirada y puesta a disposición de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Estado, por lo  que se le indica retirar sus pertenencias y cerrar debidamente su carro, por prestar un servicio de transporte público a terceros a título oneroso contraviniendo la Ley de Transporte vigente en el Estado de San Luis Potosí.”
De la descripción de hechos (datos relativos a la actuación) se desprende que el inspector indicó que al encontrarse en la función que tenía encomendada en el lugar que se encontraba se percató de un vehículo con características que le permitían presumir la existencia de una conducta infractora por lo que procedió a identificarse como inspector de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Estado indicando se hiciera alto del vehículo descrito en tal apartado, y como acto seguido indica que se entrevistó con el conductor quien le manifestó que el vehículo era utilizado para prestar servicio de transporte de personal, posteriormente se entrevistó con la pasajera del vehículo quien no se identificó, y señaló que la empresa le manda el servicio de transporte de personal y en consecuencia le indicó al conductor que infringió la Ley de Transporte Público del Estado por no contar con permiso o concesión por parte de la Secretaría y retirara su pertenencias y cerrara el vehículo el cual sería retirado de la circulación.

De lo que se advierte del acta de retiro de vehículo impugnada la afirmación del inspector de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes de haberse identificado como tal, sin embargo, a consideración de esta Sala Unitaria, tal señalamiento resulta insuficiente para corroborar que efectivamente se identificó de manera plena con el particular inspeccionado, tal como lo establece el artículo 199, del Código Procesal Administrativo para el Estado; ya que como se ha manifestado el inspector manifiesta que acredita su identificación con el Gafete número **********, expedido por el Secretario de Comunicaciones y Transportes en el Estado, así como del oficio número **********, emitido el veintiséis de junio de dos mil diecinueve, suscrito por el Director General de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Estado, sin embargo, no hay evidencia en dicha acta, que haya mostrado dichos documentos al iniciar la inspección, y que los mismos se hayan encontrado vigentes.

Lo anterior es así, pues no basta que el demandado señalara de manera muy sucinta que procedió a identificarse como inspector de la Secretaría, pues al ser el único documento en donde se puede corroborar que en la actuación correspondiente se siguieron los lineamientos establecidos para llevar a cabo ese tipo de actuaciones, tales como los establecidos en los artículos 197 y 199 del multicitado Código que establecen la obligación de identificarse plenamente ante el inspeccionado, en relación con la fracción VII del diverso 201 de dicho Código, que establece la necesidad de hacer constar los datos de la actuación, como lo es, el cómo se identificó, esto es, si lo hizo con credencial vigente con fotografía expedida por la autoridad competente y con la orden escrita que le permitiera realizar la función encomendada  -gafete y oficio referida en el acta-, no puede estimarse que haya quedado acreditado que tal identificación se realizó siguiendo los lineamientos antes aludidos.
Sin que sea óbice a la consideración anterior, el que al inicio del levantamiento de la citada acta se señalaran los datos de los documentos denominado GAFETE con número ********** expedido por **********Secretario de Comunicaciones y Transportes del Estado, y del OFICIO de asignación número **********, emitido el **********, suscrito por el Director General de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Estado, pues, por un lado estos fueron señalados únicamente en el acta para sostener la facultad para levantar dicha acta, y si bien pudieren ser aquellos documentos con los cuales supuestamente se identificó el inspector demandado, lo cierto es que al no haberse hecho constar específicamente la vigencia del gafete que lo faculta como inspector, o la vigencia de éste, aunado a la fecha que lo habilitan como inspector, resulta del todo insuficiente lo hecho constar en tal acta para contrariar la negativa del particular en la que señala que el inspector demandado nunca se identificó plenamente, por lo que se desconoce si en la fecha en que realizó el acta de retiro, se encontraba vigente su gafete de inspector de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes,  pues como se ha dicho esto debía constar señalado pormenorizadamente en el apartado correspondiente del acta impugnada, para que con ello cubriera su carga probatoria de demostrar haberse identificado plenamente la demandada.
Debe precisarse que a pesar de que la parte actora negó conocer dicho gafete, la autoridad demandada no lo ofreció como prueba en su contestación a la demanda para acreditar la legal emisión del citado acto, de ahí que se estime que el argumento del actor en el sentido de que la autoridad demandada no se identificó plenamente, sea fundado al no haber demostrado lo contrario la parte demandada.
En razón de lo antes expuesto y al quedar demostrado que al momento del levantamiento del acta impugnada se violó lo dispuesto en los artículos 164 fracciones I y V, 165 fracción I, 197 y 199, los últimos dos en relación con lo previsto en la fracción VII del diverso 201, todos del Código Procesal Administrativo para el Estado, pues con tal actuación se dejó en estado de indefensión al actor al no encontrase acreditado que la autoridad demandada contaba con facultades para actuar en la forma en que lo hizo, pues no se identificó de manera plena y adecuada, en consecuencia, de conformidad con lo establecido en la fracción IV del artículo 250 y 251 del mencionado Código resulta procedente declarar la ILEGALIDAD e INVALIDEZ del acta de retiro de vehículo no concesionario/ no permisionario de fecha primero de julio de dos mil diecinueve, con folio **********, por lo que se decreta su NULIDAD LISA Y LLANA dejándola sin efecto legal alguno, resultando aplicable la siguiente tesis aislada.
Época: Octava Época 

Registro: 214575 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Aislada 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación 

Tomo XII, Noviembre de 1993 

Materia(s): Administrativa 

Tesis: 

Página: 472 

VISITAS DOMICILIARIAS. LA OMISION DE LOS FUNCIONARIOS DE IDENTIFICARSE PLENAMENTE AL INICIO DE LA DILIGENCIA PROVOCAN LA NULIDAD LISA Y LLANA.

Conforme al precepto 44 fracción III, del Código Fiscal de la Federación, al inicio de la visita en el domicilio fiscal, los intervinientes están obligados a identificarse ante la persona con quien se entiende la diligencia, requiriéndole la designación de dos testigos, o en su defecto, serán nombrados por los funcionarios actuantes. En este orden de ideas a fin de cumplir cabalmente con los dispositivos invocados, los visitadores están obligados a hacer constar en las actas de auditoría los pormenores de los documentos a través de los cuales se identificaron ante el visitado asentando sus características propias, como son las relativas al número de credencial, fecha de expedición, vigencia, autoridad emisora, así como el nombre y cargo de la persona a favor de quien se emite, pues en las actas levantadas deben narrarse de manera circunstanciada, los hechos u omisiones observados durante la práctica de la diligencia; además, la identificación de los auditores constituye un elemento indispensable en la visita domiciliaria, por lo que debe establecerse de manera precisa y clara, resultando insuficiente asentar en forma vaga que los visitadores se identificaron plenamente con sus credenciales oficiales, al constituir un elemento de trascendental importancia la verificación de los documentos identificatorios, a fin de constatar si las personas actuantes se encuentran facultadas para llevar a cabo el referido acto de molestia. De manera que si los funcionarios llevaron a cabo la visita domiciliaria, omitiendo identificarse al inicio de la misma, con la totalidad de los requisitos aludidos; es de estimarse que la Sala Fiscal estuvo en lo correcto al declarar la nulidad lisa y llana de la resolución combatida, al surtirse la causal prevista en el artículo 238, fracción IV, del invocado cuerpo legal.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEGUNDO CIRCUITO.

Restitución en cuanto a la retención del vehículo
En primer término se debe de manifestar que por auto de fecha trece de agosto de dos mil diecinueve, se procedió a conceder la suspensión solicitada por la parte actora, para el efecto de que la autoridad demandada realizará la devolución material del vehículo retenido en el acta declarada ilegal en este juicio, misma que se encontraría condicionada a que la parte actora acudiera ante la Dirección General de Comunicaciones y Transportes del Estado, con el fin de que sustituyera con otro medio de garantía suficiente el interés fiscal; por lo que por auto de fecha veintitrés de septiembre de dos mil diecinueve se tuvo a la autoridad demandada por dando cumplimiento a la suspensión otorgada a la parte actora.

Por lo que en ese sentido se desprende del oficio número **********de fecha veintiséis de agosto de dos mil diecinueve,  emitido por la Subdirectora de Control Tributario de la Dirección de Recaudación y Política Fiscal, en el cual acepta como garantía el bien mueble, consistente en el vehículo Marca; **********el cual fue aceptado como garantía, sin la extracción del mismo, quedado en posesión material del apoderado legal de la parte actora, documental que obra a foja de la 114 a la 116 del expediente en el que se actúa; motivo por el cual se ordena a la autoridad demandada que proceda a la cancelación de dicha garantía, toda vez que ha quedado sin efecto el acta retiro de vehículo no concesionario/no permisionario, y la cual fue antecedente de la imposición de multa de 300 UMA.

Restitución en cuanto al pago de los conceptos de arrastre y pensión.

Por otro lado, a efecto de restituir al actor en el goce de los derechos que le fueron indebidamente violados, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 252, del Código Procesal aplicable,  se advierte de la representación impresa del comprobante fiscal digital con número de serie y folio **********, que obra a foja 119 de autos, que el veintiocho de agosto de dos mil diecinueve, la parte actora pagó por el concepto de traslado y pensión a la persona moral **********, la cantidad de $**********, (**********), erogación que tuvo que realizar, según se advierte, para concretar la devolución de su vehículo, conforme al cumplimiento de la suspensión otorgada a la parte actora, documental que obra a foja 119 del expediente en el que se actúa.
Ahora bien, en virtud de la ilegalidad declarada en la presente sentencia, se considera que la parte actora no estaba obligada a resentir ningún tipo de consecuencia del acto de molestia, ni a erogar dicha cantidad, y toda vez que tal situación –pago- fue consecuencia de la determinación llevada a cabo en el acto declarado ilegal –acta retiro de vehículo no concesionario/ no permisionario-, de retirar de la circulación el vehículo que conducía el hoy demandante el cual es de su propiedad, para ser depositado en aquella área determinada por la Secretaría de acuerdo a lo establecido en el artículo 109, de la Ley de Transporte Público del Estado de San Luis Potosí, como lo fue la pensión de la persona moral antes descrita.

En este sentido, a fin de determinar la correspondiente restitución debe tomarse en consideración que, cuando la causa de retiro del vehículo deriva de aquellas enumeradas en el artículo 109 de la Ley de Transporte Público del Estado, -como de acuerdo a lo señalado en el acto impugnado aconteció en el presente caso- el diverso 126 del Reglamento de dicha Ley, establece que los gastos derivados de las acciones correspondientes -retiro y depósito-, y demás adeudos serán cubiertos por los prestadores del servicio, mismos que adquirirán el carácter de crédito fiscal, hipótesis que se relaciona con lo establecido en el artículo 128 del Reglamento aludido, que establece que transcurridos seis meses de depósito y custodia, sin que el propietario del vehículo acuda a recuperar el vehículo, la autoridad competente procederá a su remate a través del procedimiento que establece la legislación fiscal del Estado, con el objeto de cubrir los adeudos derivados del depósito. Y que para ese efecto, los adeudos a que se refiere tal artículo tendrán el carácter de créditos fiscales.
Por lo que, si la orden de retiro de la circulación y depósito del vehículo fue determinada por la autoridad demandada perteneciente a la Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Estado de San Luis Potosí, en el acto impugnado declarado ilegal por considerar que se había actualizado una de las causas enumeradas en el artículo 109 de la Ley de Transporte Público del Estado, para ser llevada a cabo por la persona moral que deposito en la pensión el vehículo, debe entenderse que esa determinación implica que respecto de los gastos inherentes a la actuación una vez cuantificados, se actualicen las consecuencias establecidas en los artículos 126 y 128 del Reglamento de la Ley de Transporte Público, respectivamente, esto es, que adquieran el carácter y sean considerados un crédito fiscal, con independencia de la naturaleza que reviste a la sanción impuesta por la comisión de la infracción atribuida en el acto de molestia. 
Pues además de que, dichos gastos de arrastre y pensión que adquieren el carácter de crédito fiscal son garantizados con el propio vehículo retirado y su cobro con el remate correspondiente una vez actualizada la hipótesis del artículo 128 reglamentario, mediante el procedimiento llevado a cabo por la autoridad competente, establecido en la legislación fiscal del estado, debe estimarse que la cantidad monetaria erogada como consecuencia del acto de molestia impugnado y declarado nulo por esta Sala Unitaria a través de la presente sentencia, que conforme al artículo 126 del reglamento en mención al adquirir el carácter de crédito fiscal, constituya un pago de lo indebido y por ende una afectación a los derechos monetarios del actor que debe ser restituida, pues esa erogación es una de las consecuencias del acto de autoridad, que por el hecho de haberse declarado nulo no debe subsistir.
Sin que obste a las consideraciones anteriores, el que el actor haya acudido a cubrir ante la persona moral ********** la cantidad antes señalada, puesto que esa erogación no la realizó de motu proprio, sino a consecuencia de la actuación declarada ilegal, en la que la autoridad demandada solicitó a la persona moral el servicio de arrastre y depósito del vehículo motivo de la inspección y como consecuencia de ello previa orden de otorgamiento de la suspensión concedida a la parte actora, esta última devolvió el vehículo al actor previo cobro de los gastos que de acuerdo a los preceptos antes señalados tienen el carácter de crédito fiscal.
En consecuencia de lo antes expuesto, se ordena a la autoridad demandada (Secretaría de Comunicaciones y Transportes), para que por conducto de quien corresponda, proceda a realizar todas las gestiones necesarias hasta que quede debidamente reintegrada a la persona moral actora, la cantidad de $**********, (**********), que erogó para concretar la devolución de su vehículo, conforme al cumplimiento de la suspensión otorgada a la parte actora.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 1° párrafo segundo 7° fracción I Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, en relación con los artículos 248, 249, 250 fracciones I y II, 251, 252 y 253 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:

PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ del acto impugnado consistente en el “ACTA RETIRO VEHÍCULO NO CONCESIONARIO/NO PERMISIONARIO” de fecha primero de julio de dos mil diecinueve, con número de folio **********por lo que se deja sin efecto legal alguno; y se ordena la devolución de las cantidades monetarias erogadas por la actora como consecuencia de dicha acta, de acuerdo con las consideraciones fundamentos y motivos expuestos en el Considerando Sexto de la presente Sentencia.

TERCERO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora y por oficio a las Autoridades Demandadas.

Así lo resolvió y firma el Magistrado de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciado Manuel Ignacio Varela Maldonado quien actúa con el Secretario de Acuerdos que autoriza y da fe Licenciado José de Jesús Guerrero Anguiano.
“Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.”
� ARTÍCULO 163. Este Libro Segundo se aplicará supletoriamente a los diversos ordenamientos jurídicos que regulan los actos, procedimientos y resoluciones de la administración pública estatal y paraestatal, aun cuando en aquéllos existan otras disposiciones diversas o en contrario…”





